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Resuelve la Sala el recurso de apelación oportunamente interpuesto y debidamente sustentado por el apoderado común de los sentenciados PEDRO NEL CIFUENTES VILLADA y PEDRO LUIS GARCÍA MONTES, contra la sentencia anticipada proferida por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, el día tres (03) de marzo de 2008. 

1.- ANTECEDENTES 

1.1.- El origen del voluminoso expediente al que se contrae la presente investigación, se remonta al año 2004, cuando personal de la Policía Nacional acantonado en esta ciudad, informó sobre las actividades ilícitas de comercio de toda clase de armas que se desarrollaba en el lugar conocido como “Rancho de Latas”, ubicado en la Carrera 8ª no. 37-32 de la ciudad de Pereira. Dispuesta por la Fiscalía la interceptación de uno de los abonados telefónicos perteneciente a un sujeto conocido con el alias de “El Ecuatoriano”, se obtuvieron otros números de teléfono que también fueron objeto de escucha pasiva con fines judiciales que permitió poner al descubierto las actividades que desde allí se orquestaban y la expedición de las correspondientes órdenes de captura.
Debidamente vinculados a la investigación los procesados y definida su situación jurídica, el dossier fue remitido al Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, para que profiriera sentencia anticipada en contra de los implicados, quienes habían aceptado los cargos formulados por la Fiscalía; sin embargo, en aquella ocasión ello no fue posible debido a que el mencionado despacho se vio avocado a decretar la nulidad de lo actuado, mediante interlocutorio del quince (15) de marzo de 2007, al encontrar que en la diligencia de lanzamiento de cargos no había claridad sobre varios aspectos trascendentales, en particular la disparidad en el sustento fáctico mencionado por el ente acusador y los cargos formulados. Una vez corregidos los aspectos mencionados por el señor Juez, nuevamente la actuación regresó a ese despacho para que profiriera el fallo antelado.
1.2.- De interés para los asuntos que se deben resolver en esta ocasión, importa mencionar que en lo que hace con uno de los sujetos apelantes, el señor PEDRO NEL CIFUENTES VILLADA, fue capturado el veintisiete (27) de septiembre de 2005 mientras llevaba dos armas de fuego sin salvoconducto en una bolsa. Se pudo establecer que era conocido en el medio como “Pedrín”, se trata de un ex agente de la Policía Nacional que trabajaba en el armerillo de esa institución y quien se contactaba con DANIEL TORO MAYA para la negociación de armas y municiones. Su diligencia de aceptación de cargos se llevó a cabo el doce (12) de septiembre de 2007, cuando previo recuento del haz probatorio que militaba en su contra, se le endilgaron cargos por las conductas punibles de concierto para delinquir consagrada en el artículo 340 del Código Penal, modificado por el dispositivo 8º de la Ley 733 de 2002, en concurso con el delito de Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego de defensa personal contemplada en el nomenclado 365 de la misma codificación. En dicho acto, su defensor pidió que por favorabilidad se le concediera el descuento punitivo del 50% y además, que se partiera del mínimo de la pena establecida.
1.3.- En lo que hace con el otro apelante, el ciudadano  PEDRO LUIS GARCÍA MONTES, dan cuenta los registros de ser el encargado de hacer las reparaciones de las armas en el taller que tenía en su propia casa, con el fin de venderlas a mayor precio. Su taller contaba con la autorización legal expedida por el Director de Control Comercio Municiones Armas y Explosivos, expedida el veintitrés (23) de septiembre de 2004. Este procesado desde su indagatoria dijo aceptar los cargos y acogerse a la sentencia anticipada, lo que se vino a materializar el trece (13) de septiembre de 2007 cuando aceptó los cargos por concierto para delinquir consagrada en el artículo 340 del Código Penal, modificado por el dispositivo 8º de la Ley 733 de 2002, en concurso con el delito de Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego de defensa personal contemplada en el dispositivo 365 del catálogo de penas. En dicho acto, su defensor pidió que por favorabilidad se le concediera el descuento punitivo del 50%, que se partiera del mínimo de la pena establecida y además, que se le concediera el subrogado de la ejecución condicional de la sanción, debido a que es persona de setenta y ocho (78) años de edad y a los problemas de salud que lo obligan a llevar un régimen especial de salud que solamente le podía ser suministrado en su casa.

2. FALLO
 

El juez a quo se ocupó en primer término de contextualizar todo lo aportado en el voluminoso expediente en relación con las actividades desplegadas por todos y cada uno de los implicados: DANIEL TORO MAYA, GERMÁN EDISON TAMAYO BEDOYA, WALTER ALONSO LONDOÑO PELÁEZ, BELISARIO MOLINA MARÍN, CARLOS ALBERTO ALZATE MARÍN, PEDRO NEL CIFUENTES VILLADA y PEDRO LUIS GARCÍA MONTES. 

De ese análisis extractó que se encontraba frente a un grupo de personas integrado por todos los acusados, dedicados de manera permanente y continua al tráfico de armas de fuego y municiones, actividades que desplegaron durante los años 2004, 2005 y parte de 2006. De las interceptaciones telefónicas obrantes, destacó que si bien es cierto los interlocutores intentaban mimetizar el objeto real de sus negociaciones, asignándoles nombres usuales del comercio normal de bienes y servicios, no lo es menos que fallaron en su intento toda vez que a aquello que traficaban invariablemente le asignaban un número que solamente encajaba con el calibre de una munición y no con otra característica de algún objeto cuyo comercio fuera lícito.
Del cúmulo de las actividades desplegadas, dijo, no necesariamente intervenían en las negociaciones todos los vinculados, empero, lo que sí quedaba claro de conformidad con lo obtenido en las interceptaciones y en las mismas indagatorias, era que la voluntad común, la permanencia y la indeterminación constituían factores comunes a todos ellos, lo que de suyo estructuraba el delito de concierto para delinquir consagrado en el artículo 340 del Código Penal. A renglón seguido acotó que el acuerdo de voluntades obtenido se concretó en una permanente y constante actividad de tráfico de armas y municiones, estructurando así el punible señalado a su vez en el dispositivo 365.

Aseguró que a pesar de estar las conductas aludidas contempladas en varias regulaciones, esto es, las leyes 599, 733 y 890, prescindió de la aplicación de la última de las mentadas, toda vez que las actividades ilícitas empezaron a desplegarse desde antes de su entrada en vigencia y además la punibilidad en las primeras resultaba ser más benigna.
Destacó también, que el comportamiento de los justiciables hizo peligrar la seguridad pública, porque las numerosas municiones que pusieron en el mercado negro fueron a parar a manos de personas indeterminadas quién sabe con qué fines protervos y evidentemente ilícitos, por tanto, su conducta era antijurídica. De manera adicional, conceptuó que tenían conocimiento de la ilicitud de su actuar y sin embargo obraron en contra del ordenamiento jurídico muy a pesar de poder hacerlo de manera diversa; en consecuencia, se hacían merecedores al juicio de reproche propio de la culpabilidad.
Para la dosificación punitiva, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 del Código Penal, al tratarse de un concurso de figuras punibles, partió de la pena más grave, es decir, la del concierto para delinquir que establece para sus infractores una sanción de 3 a 6 años de prisión. A continuación, estimó que por la duración del concierto, la gravedad de la afectación al bien jurídico pues se trataba de distribuir armas y municiones a personas de manera indeterminada, la pena sería de 4 años a los que se aumentaría 6 meses más por razón del concurso, para un total de 54 meses de prisión.

Luego, al tener en cuenta que la aceptación de cargos se materializó antes de presentarse la acusación, por favorabilidad aplicó la rebaja contemplada en el artículo 351 de la Ley 906, para este caso del 50% en tanto la actividad investigativa desplegada por la Fiscalía prácticamente cesó cuando se lanzaron los cargos en la indagatoria. Consecuentemente, la pena que impuso a todos los acogidos fue del orden de 27 meses de prisión como principal e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso, debido a que personas que realizan este tipo de ilicitudes no eran idóneas para decidir sobre los destinos de la nación, ya fuera sufragando o ejerciendo la función pública.
Examinado el tema de la concesión del subrogado, puso de presente que en lo que hacía con los señores PEDRO NEL CIFUENTES VILLADA y DANIEL TORO MAYA, habían sostenido diálogos en los que pese a manifestar que habían sido condenados previamente por el mismo delito de Tráfico de armas de fuego o haber sido sorprendidos en ese accionar, no tenían intención de cesar en la actividad ilícita e incluso se alentaban a continuar en ella, porque se trataba de asuntos “excarcelables”. Ello indicaba la inocuidad de los procedimientos penales y la pérdida de la oportunidad de reencuadramiento de sus conductas que se les había brindado. 
Con fundamento en lo anterior, estimó el señor juez de la causa que no cumplían con el requisito subjetivo contemplado en el artículo 63 del Código Penal y en consecuencia les negó la suspensión de la ejecución de la pena, aunque les concedió la prisión domiciliaria dado que se satisfacían las exigencias del artículo 38 ibídem, en cuanto la pena contemplada para los delitos era inferior a 5 años y no ponían en peligro a la comunidad. Les impuso a cada uno de los citados, la obligación de suscribir caución prendaria por valor de un salario mínimo legal mensual, para acceder al mencionado sustituto.
A los demás sentenciados, entre ellos PEDRO LUIS GARCÍA MONTES, les concedió la suspensión condicional de la ejecución de la pena, también en las mismas condiciones exigidas a los otros coacusados para disfrutar de la prisión domiciliaria, imponiéndoles un período de prueba de 2 años. 

A todos ellos, les impuso como pena accesoria la prohibición de ejercer el oficio de reparación de armas o municiones por un lapso igual al de la pena principal, para lo cual tuvo como sustento el que todos los acusados hicieron del tráfico de armas y municiones una actividad ilícita permanente, abusando de la misma y poniendo en peligro a toda la comunidad. 
3. RECURSO 

El disenso del apoderado común de los sentenciados, se refiere puntualmente a los siguientes aspectos:
3.1.- En relación con el señor PEDRO NEL CIFUENTES VILLADA 
(i) Censura la forma en que el fallador tasó la pena pertinente para el concurso, para lo cual sostiene que a pesar de haberse partido del delito más grave, es decir, el concierto, cuya pena oscila entre 3 y 6 años, de manera inesperada partió en el proceso de dosificación no de los 3 años que es la sanción mínima sino de 4 años a los que adicionó 6 meses en virtud del porte de armas, lo que arrojó una pena de 54 meses de prisión, tope al que en aplicación del principio de favorabilidad le descontó de conformidad con lo reglado en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004 el 50%, con lo que quedó una pena definitiva de 27 meses de prisión.

El togado estima que la sanción no debió ser de 27 sino de 21 meses, dado que el juez de primer grado en cumplimiento de lo dispuesto en el dispositivo 61 del Código Penal debió moverse dentro del cuarto mínimo, es decir, debía partir de 36 meses de prisión, porque en este específico evento solamente concurrían circunstancias de atenuación punitiva, el sentenciado carecía de antecedentes penales y disminuyó las consecuencias de la conducta punible en la medida en que cesó cualquier actividad en su entorno. Considera entonces que le son aplicables al reo los numerales 1º y 5º del artículo 55 ibidem. Presenta sus propios cálculos según los cuales la pena debería ser de 36 meses aumentada en 6 más por el concurso, para un subtotal de 42 meses a los que aplicada la rebaja concedida por la sentencia anticipada, arrojaría un total de 21 meses de prisión. 
(ii) Se opone a la determinación de negarle a su prohijado la suspensión condicional de la ejecución de la pena, dado que en su criterio él sí tiene derecho al beneficio toda vez que se cumplen los requisitos exigidos en la norma pertinente, debido a la cantidad de pena y a que se trata de una persona sin mácula alguna en su pasado judicial y antecedentes disciplinarios y por demás está probado que es un ex agente de la Policía Nacional que goza de pensión; situaciones de las que se puede inferir razonablemente que tiene un comportamiento social aceptable dentro de la comunidad y se hace innecesaria la ejecución de la pena.
No acepta las consideraciones con las cuales se negó el subrogado, basadas en las interceptaciones telefónicas en las que los procesados hacen manifestaciones acerca de la existencia de antecedentes penales en su contra que alientan su actividad delictiva bajo el pretexto de ser delitos excarcelables. Señala que los mismos no pueden ser de recibo para negar un derecho de la envergadura que tiene la libertad, debido a que nada de lo que allí se dijo quedó plenamente establecido al no existir dentro del proceso constancia alguna que compruebe que su cliente se encuentre sentenciado por la conducta punible de tráfico de armas, así como tampoco prueba que conduzca a la certeza de que su defendido “no tiene la intención de cesar en su actividad”. En este aspecto, cree que el operador jurídico desbordó la facultad que al respecto le otorgó el legislador.
Agrega además, que se ha vulnerado el principio de igualdad consagrado en el artículo 5º del C.P.P, 7º del C.P., 13 de la Constitución Política y 7º de la Carta Internacional de los derechos humanos, que impone a las autoridades judiciales o administrativas tratar en igualdad de condiciones a cada una de las personas que se ven obligadas a comparecer ante la administración de justicia. La razón de tal afirmación la hace consistir en lo ilógico que le resulta que de siete personas investigadas y condenadas por las mismas conductas en calidad de autores, solamente a dos de ellas se les niegue la suspensión condicional de la ejecución de la pena, argumentándose que no tienen la intensión de cesar en su actividad ilícita. Se pregunta entonces, ¿cómo dedujo el señor juez que los otros cinco a quienes se les concedió el beneficio, sí tienen la firme intensión de abandonar su accionar criminal?
Por último, pone de presente que su defendido es una persona con arraigo en la sociedad, que deriva su sustento de lo poco que recibe por concepto de su pensión, con 65 años de edad, enferma de hipertensión y diabetes mellitus  tipo II, quien por salud debe caminar por lo menos una hora diaria, lo que pretende probar con declaraciones extrajuicio en las que se da fe de esa precaria situación.

Solicita en consecuencia que se revoquen los numerales 1º y 3º de la sentencia proferida, en los términos anotados.

3.2.- En lo atinente al señor PEDRO LUIS GARCÍA MONTES 
Dos son también los motivos de inconformidad: (i) acerca de la dosificación punitiva, se hace una crítica en los mismos términos en que se hizo al referirse al otro apelante; y (ii) para que se prescinda de la caución prendaria impuesta. A este efecto sostiene que era inaplicable en este caso, toda vez que la situación económica de su representado es precaria, tal como lo manifestó en su injurada. Se trata de una persona que pese a tener para la época de ocurrencia de los hechos 78 años de edad, ganaba lo suficiente para su congrua subsistencia, y el hecho de poseer una casita donde vive con su familia, esos elementos no pueden ser sinónimo de suficiente solvencia económica y que por ese solo hecho se llegue a colegir que el procesado tiene los medios económicos para sufragar la cantidad impuesta. Puntualiza además que a raíz del problema sucedido, dejó de ejercer la actividad que realizaba y subsiste de la ayuda que le dan sus hijos, tal y como lo manifiestan dos testigos cuyas declaraciones extraprocesales adjunta.

Refiere que el contenido del artículo 368 del C.P.P. autoriza una solución, por cuanto la aludida diligencia de compromiso, llamada por otros caución juratoria, procede cuando se encuentra probado que el sentenciado carece de recursos económicos suficientes para asumir el pago de una caución prendaria. Estima que es una equitativa manifestación del derecho sustancial que fundamenta la libertad como un derecho y no como un beneficio, limitándose el poder punitivo del Estado a imponer exigencias que los destinatarios puedan razonablemente cumplir de tal manera que prime el derecho sustancial sobre el adjetivo o procedimental.
Solicita se modifique el fallo proferido en los puntos aludidos.  
4.- SE CONSIDERA  

4.1.- Legitimación para recurrir 

La Sala advierte que en los términos del artículo 40 del Código de Procedimiento Penal -ley 600 de 2000-, existe interés para recurrir por parte del apoderado de los sentenciados, dado que la censura que hace se refiere a tópicos autorizados en el artículo 40 de dicha codificación procedimental penal, tales como: la dosimetría penal aplicada al presente evento, la negación del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena en lo atinente al señor CIFUENTES VILLADA, y la pretensión de que se exima de la caución prendaria que se le exige al señor GARCÍA MONTES.
4.2.- Acerca del debate
4.2.1.- Dosimetría penal
Como quiera que el reparo que hace el profesional del derecho se refiere a un posible yerro en el proceso de dosificación punitiva, el Tribunal procederá a efectuar los cálculos pertinentes, luego de lo cual se determinará el grado de acierto o desacierto contenido en la decisión apelada.

El delito de concierto para delinquir, de conformidad con la regla 340 del catálogo de penas tiene aparejada una sanción que oscila de 3 a 6 años -36 a 72 meses- de prisión. El ámbito de movilidad es de 36 meses y por tanto los cuartos punitivos quedan así:

	Cuarto Mínimo 
	Primer Cuarto Medio
	Segundo Cuarto Medio
	Cuarto Máximo

	De 36 meses a 45 meses
	De 45 meses 1 día a 54 meses
	De 54 meses 1 día a 63 meses
	De 63 meses 1 día a 72 meses


En lo que hace a la conducta de Fabricación, Tráfico y Porte de Armas de Fuego de Defensa Personal, para el momento de ocurrencia de los hechos, su pena estaba en un rango que iba de 1 a 4 años de prisión -12 a 48 meses-, lo que implica un ámbito de movilidad también de 36 meses y por ende unos cuartos punitivos así distribuidos:

	Cuarto Mínimo 
	Primer Cuarto Medio
	Segundo Cuarto Medio
	Cuarto Máximo

	De 12 meses a 21 meses
	De 21 meses 1 día a 30 meses
	De 30 meses 1 día a 39 meses
	De 39 meses 1 día a 48 meses


Ante la ausencia de circunstancias específicas que aumenten la punibilidad, es obligado ubicarnos en el cuarto mínimo que como se vio está delimitado en el rango entre 36 y 45 meses para el caso del concierto para delinquir y 12 a 21 meses en lo que corresponde al delito contra la seguridad pública.

Así las cosas, tal como lo coligió el fallador de primer grado, el delito más grave para efectos de aplicar la figura concursal que se guía por las reglas contenidas en el artículo 31 del Código Penal, es el concierto para delinquir, cuya pena debía circunscribirse necesariamente dentro del rango que va entre 36 y 45 meses de prisión, aumentada “hasta otro tanto” sin superar el resultado de la suma aritmética de las dos conductas delictivas individualmente consideradas y debidamente dosificadas.
Aquí encuentra la Sala un evidente desfase en la sentencia de primer grado, en la que se omitió realizar el obligatorio proceso de dosificación que establece el dispositivo 61 C.P., porque la pena allí fijada contravino abiertamente lo dispuesto en cuanto señala el deber de ubicarse en el cuarto mínimo. En consecuencia, lo pertinente es que esta corporación realice la modificación pertinente de tal manera que la sanción correspondiente a este delito será del orden de 45 meses, máximo extremo del referido cuarto, porque de todas formas la conducta desplegada fue bastante grave al evidenciar una organización criminal que perduró en el tiempo y que suministró innumerables armas y municiones a diferentes individuos con propósitos indeterminados, lo que generó una evidente afectación a los bienes jurídicos tutelados que pretenden evitar de un lado que las personas conformen empresas criminales y de otro, la circulación ilegal de armas de fuego cuyo monopolio y control ostenta el Estado.
No pueden ser de recibo los planteamientos de la defensa que aboga por la imposición de la mínima sanción de ese cuarto mínimo, debido a que los argumentos esbozados en la primera instancia para justificar la imposición de una pena diferente a la menor, hallan eco en esta Sala, precisamente por tratarse de una connotada organización delictiva que se prolongó por tiempo considerable y por el innegable daño causado a la seguridad pública con la indiscriminada compra venta de armas de fuego.

Ahora bien, de conformidad con los lineamientos trazados por nuestro máximo órgano de cierre, el eventos como estos, el incremento que se debe efectuar por razón del concurso ante la segunda instancia, debe respetar el porcentaje elegido por el señor fallador de primer grado
; en consecuencia, se adicionarán 5 meses y 18 días que arrojan una pena de 50 meses y 18 días de prisión. Sobre la misma, se aplicará la generosa e innecesaria rebaja de la mitad de la sanción que se hizo por parte del a quo, de forma tal que la pena definitiva que deberán descontar los sentenciados será de 25 meses y 9 días de prisión. 
Por igual término, será la pena accesoria de inhabilitación de derechos y funciones públicas que se les ha impuesto.
El descuento punitivo que aquí se concede, en tanto resulta más favorable para los otros coprocesados no apelantes, también los debe cobijar y así se ordenará en la parte resolutiva de esta decisión.
4.2.2.- Negación del subrogado penal al sentenciado PEDRO NEL CIFUENTES VILLADA
El argumento central del abogado para pedir que a su prohijado se le suspenda condicionalmente la ejecución de la pena impuesta, lo hace consistir en que la determinación adoptada por el a quo no tiene respaldo probatorio y que la misma se fundamenta solamente en el contenido de las interceptaciones telefónicas realizadas, en las que se hace alusión a la vinculación del señor CIFUENTES VILLADA a un proceso por Porte Ilegal de Armas de Fuego de Defensa Personal.

A decir verdad, la afirmación que hace el togado no está acorde con la realidad procesal que observa la Sala, dado que si bien es cierto no se cuenta en la foliatura con una copia de la sentencia condenatoria que obra en contra de su representado, ello no es óbice para que se deduzca su existencia a partir de otros elementos probatorios. 
Nótese que en nuestro sistema jurídico penal se abolió desde hace buen tiempo la tarifa legal para abrir paso a la libertad probatoria, lo cual traduce que hasta en este específico tema la convicción del fallador puede llegar por diversas vías, entre ellas, la confesión. Es precisamente lo que aquí acaeció porque en la indagatoria que el procesado rindió en forma libre y voluntaria, fue explícito en hacer alusión sobre el antecedente penal que sobre el pesaba cuando manifestó: “…tengo una sindicación por porte de armas en Dosquebradas, me condenaron a ocho meses y me dejaron en libertad observando buena conducta, me condenó el Juzgado de Dosquebradas…”
   
Por manera que no solamente se cuenta en el plenario con el resultado de las interceptaciones telefónicas que hacen alusión a la captura del señor CIFUENTES VILLADA mientras traficaba con armas de fuego, sino que además se incorporó a la actuación copia de las diligencias surtidas en ese momento como el acta de derechos de capturado -fl. 279 C.O.I- y en especial, obra la confesión que él mismo hiciera respecto de sus antecedentes, como se acaba de ver. 
La susodicha confesión es elemento idóneo para los propósitos que aquí nos convoca, como se constata en el siguiente aparte jurisprudencial:

“…la ley no tarifa el medio de prueba. Esto significa que puede hacerse a través de la aportación de los fallos judiciales respectivos, o de cualquier otro medio que permita establecer inequívocamente su existencia, como la confesión, la inspección judicial, la prueba documental distinta de las sentencias (certificaciones), y la testimonial inclusive, aunque lo ideal es que el funcionario judicial acuda a la primera alternativa, en cuanto le permite conocer en detalle lo acontecido, y tener una mejor visión de la personalidad del acusado”.

En esas condiciones, el compromiso delictual previo del sentenciado quedó debidamente establecido y demuestra que no fue suficiente para lograr que abandonara el accionar delincuencial al que se había dedicado; todo ello indicativo de la necesidad de que efectivamente descuente de forma intramural la pena impuesta, aunque no sobra recordar que se le ha beneficiado con la oportunidad de purgar en su sitio de residencia la sentencia a la que se ha hecho acreedor.
Como se aprecia, no se le está dando ningún trato desigual al sentenciado, simplemente en virtud de sus particulares circunstancias se estimó necesaria la efectividad de la sanción y esa determinación la avala el Tribunal.

4.2.3.- Exigencia de caución prendaria al sentenciado GARCÍA MONTES
Como se recordará, el citado procesado fue uno de aquéllos a quienes a pesar de la gravedad de sus ilicitudes se le concedió la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 
La inconformidad del apelante se refiere a la exigencia de la caución prendaria fijada por el juez de primer nivel en el equivalente de un salario mínimo legal mensual y para ello aduce que su prohijado no cuenta con los recursos económicos para pagar esa suma. En pos de lograr la revocatoria de ese particular punto de la providencia, presenta dos declaraciones extra proceso en las que vecinos del sentenciado dan cuenta de su incapacidad de pago.
Sea lo primero aclarar que la caución prendara no es en sí una erogación en sentido estricto, es un depósito que se hace con el fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones que se adquieren al entrar a disfrutar del subrogado penal, el cual una vez supere satisfactoriamente el período de prueba le debe ser devuelto. 
Desde ese punto de vista, no puede ser de recibo la petición del togado que representa los intereses del señor GARCÍA MONTES, toda vez que en discordancia con lo que el profesional sostiene, la información procesal indica que él sí puede costear la caución que se le ha impuesto. Recuérdese que de conformidad con lo afirmado en la diligencia de indagatoria rendida el tres (3) de abril de 2006, devengaba en promedio $800.000 mensuales, cifra que debe haber sido objeto de los respectivos reajustes en los siguientes dos años; por demás, refirió que reside en vivienda de su propiedad y que además es el padre de doce hijos, panorama que no nos indica que estemos frente a una persona de la insolvencia económica que pregona el letrado como para exonerarlo del pago de la caución. 
Adicionalmente, nótese que la versión ofrecida por los declarantes es contraria a lo dicho por el sentenciado, pues según ellos el señor GARCÍA MONTES “únicamente deriva su sustento de la ayuda que le da su familia”.
Corolario, no se accederá a lo solicitado y se convalidará la sentencia también en este específico punto.

Una vez se han evacuado los temas propuestos en los sendos recursos de apelación interpuestos, llega el Tribunal a concluir en la necesidad de confirmar el fallo condenatorio proferido, modificándolo solamente en relación con la cantidad de pena que se les impone a los procesados tanto apelantes como no apelantes.

 5.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, Administrando Justicia en nombre de la República y por Autoridad de la Ley,
RESUELVE:

PRIMERO: Se CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia condenatoria proferida por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, objeto de apelación.
SEGUNDO: Se MODIFICA en cuanto la pena principal que se impone a todos los procesados, es decir, tanto a los que interpusieron el recurso como a los no apelantes, es del orden de veinticinco (25) meses y nueve (9) días de prisión. 
La sanción accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas será por el mismo lapso.
TERCERO: En todo lo demás, se CONFIRMA.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN 
� Visible a partir del fl. 1035 C.O. No. 4.


� Al ser tasada la pena por el delito inicial en 48 meses, los 6 meses adicionados corresponden a un 12.5%. Para el presente evento, el cálculo sería 45 X 12.5 %= 5.625 meses. Esto, en seguimiento de la línea jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia, que se puede ver por ejemplo, en la sentencia de Tutela de 1ª instancia del 25-04-2006, Rad. 25938, M.P. Dr. Sigifredo Espinosa Pérez.


� Cfr. fl. 633 Cuaderno Original No. 3.


� Cfr. Sentencia de Casación del 18-02-2004, radicación 20.597, M.P. Dr. Mauro Solarte Portilla.
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